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contratos derivados de la aplicación del artículo 11 de la Ley
de Reforma Universitaria (Ley 11/1983, de 25 de agosto)
que estén vigentes antes de la aprobación de la Ley Orgánica
de Universidades (LOU), del artículo 83 de la misma, o del
artículo 11.2 de la Ley de Fomento y Coordinación General
de la Investigación Científica y Técnica (Ley 13/1986, de 14
de abril). Las cantidades indebidamente percibidas deberán
ser inmediatamente reintegradas a la cuenta restringida de
ingresos de Tesorería de la Consejería de Economía y Hacienda.

2. Asimismo, dado el carácter de iniciación y formación
en la investigación, la finalización del período de disfrute, supo-
ne la imposibilidad de acceder a la concesión de otra beca
de los Programas de Formación de similares características.

J) Reintegro de las ayudas.
De conformidad con lo establecido en el artículo 112

de la Ley General de la Hacienda Pública de la Comunidad
Autónoma de Andalucía, se procederá por el beneficiario de
las ayudas concedidas, al reintegro de las cantidades per-
cibidas y la exigencia del interés de demora desde el momento
del pago de la subvención hasta la fecha en que se dicte
la resolución de reintegro, en los siguientes casos:

- Obtener la ayuda sin reunir las condiciones requeridas
para ello.

- Incumplimiento de la finalidad para la que la ayuda
fue concedida.

- Incumplimiento de la obligación de justificación.
- Incumplimiento de las condiciones impuestas a los

beneficiarios con motivo de la concesión de la ayuda.
- La negativa u obstrucción a las actuaciones de control

establecidas en el artículo 85 bis de la Ley 5/1983, de 19
de julio, General de la Hacienda Pública de la Comunidad
de Andalucía y a los que se deriven de lo establecido en el
art. 12.6 de 29 de mayo de 2002.

- Incumplimiento de las normas medioambientales al rea-
lizar el objeto de la subvención o ayuda. En este supuesto,
la tramitación del expediente de reintegro exigiría previamente
que haya recaído resolución administrativa o judicial firme,
en la que quede acreditado el incumplimiento por parte del
beneficiario de las medidas en materia de protección del medio
ambiente a las que viniese obligado.

Igualmente, procederá el reintegro del exceso obtenido
sobre el coste de la actividad desarrollada, según lo establecido
en el punto K, de este apartado «Concurrencia de las ayudas»
y de los importes percibidos indebidamente según lo estipulado
en el punto I, «Incompatibilidad de las ayudas».

Las cantidades a reintegrar tendrán la consideración de
ingresos de derecho público, resultando de aplicación para
su cobranza lo previsto en el artículo 21 de la Ley 5/1983,
de 19 de julio, General de la Hacienda Pública de la Comu-
nidad Autónoma de Andalucía.

En aquellos casos en los que se produzca el incumpli-
miento de las condiciones del ejercicio de la beca, la Comisión
de Evaluación emitirá un juicio técnico que elevará a la Secre-
taría General de Universidades, Investigación y Tecnología,
en el que se haga constar si dicho incumplimiento, cuando
la ejecución del trabajo de investigación sea parcial, permitiría
la no devolución de la parte proporcional que le corresponda
de la subvención percibida, o si por el contrario la finalidad
de la beca exige su total satisfacción, en cuyo caso se atendría
a lo establecido en el apartado anterior.

K) Concurrencia de las ayudas.
El importe de las ayudas concedidas en ningún caso podrá

ser de tal cuantía que, aisladamente, o en concurrencia con
subvenciones o ayudas de otras Administraciones Públicas
o de otros entes públicos o privados, nacionales o interna-
cionales, supere el coste de la actividad a desarrollar por el
beneficiario.

Segundo. Imputar las ayudas, que tienen carácter pluri-
anual, a las aplicaciones presupuestarias siguientes:

0.1. 12.00.16.00.782.00.54A.0
1.1. 12.00.16.00.782.01.54A.3.2004
3.1. 12.00.16.00.782.00.54A.6.2006

Los créditos destinados a estas becas están financiados
en 100% con Fondo Social Europeo.

Tercero. Abonar la ayuda concedida a los beneficiarios/as,
por mensualidades completas a través de la Universidad corres-
pondiente, que en estos casos asume la condición de entidad
colaboradora y, en consecuencia, todo aquello que para estas
situaciones prevé la Ley General 5/83, de 19 de julio, de
la Hacienda Pública de la Comunidad Autónoma de Andalucía
(LGHPCA) en su art. 106. Dicho pago lo realizará la Uni-
versidad u Organismo correspondiente por mensualidades
completas, contándose la primera de ellas a partir de la incor-
poración del becario/a al Organismo.

La entidad colaboradora justificará en el plazo de 6 meses,
a contar desde la fecha de materialización de la subvención,
la aplicación de los fondos recibidos.

Contra la presente Resolución, que pone fin a la vía admi-
nistrativa, cabe interponer en el plazo de dos meses, a contar
desde el día siguiente a su publicación en el Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía, recurso contencioso-administrativo
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo competente del
Tribunal Superior de Justicia de Andalucía, conforme a lo esta-
blecido en los artículos 10, 14 y 46.1 de la Ley 29/1998,
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Ad-
ministrativa, o, potestativamente, recurso de reposición en el
plazo de un mes, a contar desde el día siguiente a su publi-
cación en el BOJA, ante esta Secretaría General, de acuerdo
con lo dispuesto en los artículos 107.1, 116 y 117 de la
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Sevilla, 28 de noviembre de 2005.- El Secretario General,
José Domínguez Abascal.

A N E X O

Universidad de Almería.

Docampo Fernández, Silvia: 25683483-G.
Linares Fernández, Concepción: 44299937-M.
García Mozo, Herminia: 05915309-P.

RESOLUCION de 17 de marzo de 2005, de la
Dirección General de Industria, Energía y Minas, por
la que se otorga a don Juan José Fernández Espinar
el derecho a la explotación para su uso como agua
embotellada de las aguas procedentes de los manan-
tiales denominados «Baños de Urquízar», en el término
municipal de Dúrcal, provincia de Granada. (PP.
4201/2005).

Visto el expediente elevado por la Delegación Provincial
de Granada de esta Consejería, que tiene como objeto la pro-
secución de trámites para la autorización de explotación de
las aguas minerales procedentes de los manantiales deno-
minados «Baños de Urquízar», del término municipal de Dúr-
cal, provincia de Granada; expediente incoado por don Juan
José Fernández Espinar, en su propio nombre y en repre-
sentación, y en el que concurren los siguientes
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ANTECEDENTES DE HECHO

Primero. Por Resolución del Consejero de Economía y
Hacienda de 28 de noviembre de 1990 se declaran como
aguas minerales las procedentes de los manantiales deno-
minados «Baños de Urquízar».

Segundo. Con fecha de 9 de julio de 1991, don Juan
José Fernández Espinar, como propietario de los terrenos don-
de se encuentran los manantiales, y en aplicación del derecho
preferente y dentro de plazo, solicita autorización de apro-
vechamiento de aguas minerales de la Delegación Provincial
de esta Consejería en Granada, cumplimentando la solicitud
con documentación adicional en fecha 30 de julio de 1991.

Tercero. Con fecha de 23 de noviembre de 1992, la Direc-
ción General de Industria Energía y Minas resuelve conceder
al Ayuntamiento de Dúrcal, provincia de Granada, el derecho
preferente al aprovechamiento de las aguas minerales pro-
cedentes de los manantiales denominados «Baños de Urquí-
zar», sitos en su término municipal.

Cuarto. Dicha Resolución es anulada por el Tribunal Supe-
rior de Justicia de Andalucía en sentencia de fecha 7 de diciem-
bre de 1994 sobre recurso contencioso-administrativo 176/93,
declarando el derecho preferente de los solicitantes, don Juan
José Fernández Espinar y representados, como legítimos pro-
pietarios de los terrenos y manantiales recogidos en dicha
sentencia. El Tribunal Supremo, con fecha 28 de noviembre
de 2001, no admite recurso de casación, confirmando sen-
tencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía.

Quinto. Ha quedado debidamente cumplido el requisito
de solicitud de informe al Instituto Geológico y Minero de Espa-
ña, acerca del perímetro de protección a establecer a propuesta
de la Delegación Provincial, siendo positivo el informe recibido
del mencionado Instituto.

Sexto. El perímetro de protección a otorgar ha sido some-
tido a información pública mediante anuncio en BOJA de fecha
24 de mayo de 1995, y BOP de Granada de 7 de julio de
1995 y BOE de 30 de enero de 1995.

Séptimo. Por los servicios técnicos de esta Dirección Gene-
ral, de acuerdo a la información existente al respecto, se infor-
ma favorablemente sobre la idoneidad del perímetro de pro-
tección propuesto en relación con las características hidro-
geológicas del entorno en que se situará la explotación.

Octavo. La Consejería de Salud no encuentra inconve-
niente alguno en que se continúe la tramitación de la auto-
rización de explotación, emitiendo un informe favorable, que
figura en el expediente con fecha de 10 de marzo de 2005.

Noveno. La Delegación Provincial de Granada eleva el
expediente para su resolución, con un informe favorable.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Dirección General de Industria, Energía y
Minas, es competente para otorgar la autorización de apro-
vechamiento de agua mineral, a tenor de lo dispuesto en el
artículo 39.9 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno
y la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía;
Decreto del Presidente 11/2004, de 24 de abril, sobre Rees-
tructuración de Consejerías; Decreto 201/2004, de 11 de
mayo, de Estructura Orgánica de la Consejería de Innovación,
Ciencia y Empresa, y de acuerdo con los artículos 26 de la
Ley de Minas y 41.4 de su Reglamento.

Segundo. Vista la Ley de Minas de 21 de julio de 1973;
el Reglamento General para el Régimen de la Minería de 25
de agosto de 1978; el R.D. 1074/2002, de 18 de octubre,
y demás legislación de general y pertinente aplicación; dado
que se cumplen los requisitos necesarios para que se conceda
autorización de explotación a unas aguas declaradas como
minerales, de acuerdo con el art. 41.4 del Reglamento General
mencionado, esta Dirección General de Industria, Energía y
Minas,

R E S U E L V E

Primero. Otorgar a don Juan José Fernández Espinar, con
DNI núm. 23.349.350 y domicilio en calle Trajano, núm. 3,
de Granada, el derecho a la explotación para su uso como
agua embotellada de las aguas procedentes de los manantiales
denominados «Baños de Urquízar», reconociendo el derecho
al uso de la denominación de mineral natural.

Segundo. El perímetro de protección será el constituido
por el polígono cuyos vértices son los que a continuación se
relacionan:

Vértice Longitud X Latitud Y

1 444.220 4.094.400
2 448.645 4.904.055
3 449.678 4.092.765
4 449.678 4.091.032
5 447.247 4.091.124

estando las coordenadas expresadas en metros, proyección
UTM, huso 30.

Tercero. El caudal máximo a explotar será de 6 litros/se-
gundo. La duración de la presente autorización será de treinta
años.

Contra la presente Resolución, que no pone fin a la vía
administrativa, podrá interponer recurso de alzada ante el
Excmo. Sr. Consejero de Innovación, Ciencia y Empresa, en
el plazo de un mes, contado a partir del día de su notificación,
de conformidad con lo establecido en el artículo 114.2 de
la Ley 4/1999 de modificación de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Sevilla, 17 de marzo de 2005.- El Director General, Jesús
Nieto González.

RESOLUCION de 15 de diciembre de 2005, de
la Dirección General de Industria, Energía y Minas,
por la que se actualizan las tarifas de inspección técnica
de vehículos vigentes en Andalucía.

La Orden de 10 de diciembre de 1996, de la Consejería
de Industria, Comercio y Turismo, estableció en su artículo
séptimo que la actualización de las tarifas de ITV será efectuada
automáticamente por aplicación del índice de precios de con-
sumo de Andalucía, en base al último índice interanual de
octubre, para su aplicación desde el día primero del año
siguiente.

Igualmente, la Orden de 4 de octubre de 2000, de la
Consejería de Empleo y Desarrollo Tecnológico, por la que
se establecieron las tarifas por la inspección periódica de emi-
siones de gases y humos de los vehículos a motor en Andalucía,
indica en su artículo quinto que la actualización de las cuantías
aprobadas sería efectuada simultáneamente con la actuali-
zación de las tarifas de inspección técnica periódica de segu-
ridad, a partir del año 2002 y en el mismo porcentaje que
éstas.


